
Procedimiento de Recuperación Empresarial para IPS en Colombia: Una Herramienta 

Clave Bajo la Ley 2437 de 2024 

 

Con la expedición de la Ley 2437 de 2024, Colombia ha dado un paso significativo 

hacia la modernización de sus mecanismos de reorganización empresarial, 

particularmente en sectores estratégicos como el de la salud. En efecto, las Instituciones 

Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) y demás actores del sistema ahora cuentan con 

un instrumento extrajudicial, expedito y funcional para la reestructuración de sus 

pasivos, sin necesidad de acudir a un proceso judicial formal de insolvencia. 

 

Este artículo presenta los aspectos más relevantes del Procedimiento de Recuperación 

Empresarial (PRE), sus principales requisitos, el trámite ante las Cámaras de Comercio, 

y el reglamento que lo desarrolla, destacando su aplicabilidad al sector salud. 

 

El PRE es un mecanismo de solución empresarial alternativo de carácter 

desjudicializado, administrado por los Centros de Conciliación y Arbitraje de las 

Cámaras de Comercio, que permite a empresarios en dificultades financieras –incluidas 

las IPS– reorganizar sus obligaciones mediante acuerdos con sus acreedores, en un 

término máximo de tres (3) meses, sin intervención judicial directa. 

 

Este procedimiento está dirigido a personas naturales comerciantes o personas 

jurídicas que cumplan con los requisitos previstos en el artículo 11 de la Ley 1116 de 

2006 y que se encuentren en situación de deterioro económico. En el caso de las IPS, 

el PRE es aplicable siempre que no se encuentren sometidas a intervención 

administrativa o a procesos de recuperación forzosa por parte de la Superintendencia 

Nacional de Salud. 

 

Si bien se trata de un mecanismo ágil y flexible, el procedimiento presenta restricciones 

sustanciales orientadas a proteger derechos fundamentales y la seguridad jurídica: 

 

• No se permite afectar créditos de naturaleza laboral, pensional o alimentaria. 

• Los derechos adquiridos de terceros de buena fe no pueden ser desconocidos. 

• Las garantías reales otorgadas a los acreedores no pueden ser modificadas o 

reducidas sin su consentimiento expreso. 

• La empresa debe acreditar viabilidad operativa y presentar un plan de 

recuperación debidamente soportado con proyecciones financieras realistas. 

 

El PRE se tramita exclusivamente ante la Cámara de Comercio del domicilio del deudor, 

bajo el marco del Reglamento Único adoptado mediante Resolución 100-033331 del 

9 de mayo de 2025, expedido por la Superintendencia de Sociedades. El trámite se 

estructura en las siguientes etapas: 



 

El empresario debe allegar: 

 

• Estados financieros recientes. 

• Relación detallada de acreedores y montos adeudados. 

• Inventario de activos y pasivos. 

• Descripción de las causas que originaron la situación financiera adversa. 

• Propuesta de acuerdo de recuperación. 

• Relación de procesos judiciales vigentes. 

• Flujo de caja proyectado. 

 

La Cámara de Comercio dispone de un término de cinco (5) días hábiles para verificar 

la documentación. Si la solicitud cumple los requisitos, se admite formalmente y, dentro 

de los tres (3) días hábiles siguientes, se designa un mediador especializado. 

 

El mediador convoca a los acreedores, preside las sesiones de negociación y formaliza 

el acuerdo si se alcanza un consenso. El plazo máximo del procedimiento es de tres (3) 

meses contados desde la admisión de la solicitud. 

 

Una vez suscrito el acuerdo, el deudor podrá solicitar su validación judicial, con el 

propósito de vincular incluso a los acreedores ausentes o disidentes. Esta etapa es 

opcional y se tramita ante un Juez civil del circuito mediante procedimiento sumario. 

 

El PRE se rige por la Ley 2437 de 2024 y el Reglamento Único expedido mediante 

Resolución 100-033331 de 2025, el cual establece: 

• Las funciones y obligaciones del deudor, los acreedores y el mediador. 

• Los honorarios aplicables al procedimiento. 

• Un reglamento de arbitraje para controversias que surjan durante el trámite. 

• Disposiciones para la realización de actuaciones por medios electrónicos. 

 

Conforme al artículo 7 de la Ley 2437 de 2024, desde la admisión al PRE se produce 

la suspensión inmediata de: 

 

• Los procesos de Ejecución de garantías mobiliarias. 

• Restitución de tenencia de bienes arrendados. 

• Procesos ejecutivos, judiciales o administrativos (incluidos cobros coactivos). 

 

Sin embargo, esta suspensión no es absoluta ni indefinida. La norma contempla las 

siguientes excepciones: 

 



1. Los acreedores garantizados que no participen del procedimiento o no 

suscriban el acuerdo, podrán retomar sus acciones ejecutivas una vez vencido 

el plazo de negociación, siempre que no se haya alcanzado un acuerdo válido. 

 

2. La suspensión no impide la solicitud o práctica de medidas cautelares, salvo que 

recaigan sobre bienes esenciales para la operación del deudor. En ese caso, el 

mediador deberá intervenir para proteger la continuidad del negocio. 

 

3. Si no se valida judicialmente el acuerdo y no se obtiene la mayoría calificada, 

los procesos suspendidos se reanudan de pleno derecho, sin necesidad de 

pronunciamiento adicional. 

 

Desde la óptica de los acreedores, los efectos del PRE deben analizarse con especial 

atención: 

 

• Para los acreedores garantizados, el procedimiento representa una restricción 

temporal a la ejecución, pero no afecta la validez ni la preferencia de sus 

créditos, salvo que acepten expresamente modificaciones en el acuerdo. 

 

• Para los acreedores laborales, fiscales y alimentarios, se mantiene la protección 

excluyente y preferente, en virtud de la inderogabilidad de los derechos 

fundamentales. 

 

• Los acreedores quirografarios deben participar activamente, dado que un 

acuerdo válidamente adoptado puede resultar obligatorio para todos, siempre 

que se cumplan los requisitos legales de mayoría y publicidad. 

 

En conclusión, el Procedimiento de Recuperación Empresarial, previsto en la Ley 2437 

de 2024, representa una respuesta legislativa necesaria frente a la crisis estructural 

que enfrenta el sistema de salud colombiano, particularmente en lo que respecta a las 

Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS), muchas de las cuales enfrentan 

problemas de liquidez, morosidad en el pago de sus acreencias por parte de las EPS y 

múltiples procesos judiciales en curso, lo que ha puesto en riesgo la continuidad de la 

prestación del servicio público esencial de salud. 

 

Desde el punto de vista fáctico, es notorio que la mayoría de las IPS, en especial las de 

nivel primario o aquellas con cobertura rural o regional, no cuentan con músculo 

financiero suficiente para sostenerse ante las demoras en los pagos de la ADRES y las 

EPS, ni tienen la capacidad de asumir los costos que implica un proceso judicial bajo 

la Ley 1116 de 2006.  

 



Esta realidad ha llevado a muchas entidades a cerrar servicios, suspender contratos 

laborales o desatender obligaciones con proveedores, comprometiendo el acceso a la 

salud en sectores vulnerables. 

 

Desde el punto de vista jurídico, el Procedimiento de Recuperación Empresarial (PRE), 

al ser un mecanismo de negociación extrajudicial y expedito, permite a las IPS 

reorganizar su pasivo sin necesidad de acudir a un Juez ni ser sometidas a una 

declaratoria formal de insolvencia, lo cual es clave para proteger tanto la imagen como 

la operatividad de estas entidades ante sus usuarios y proveedores. En efecto, el 

artículo 7 de la Ley 2437 de 2024 confiere al deudor una suspensión automática e 

inmediata de los procesos ejecutivos, coactivos y de restitución de tenencia, lo que 

ofrece un respiro financiero real y concreto para redirigir esfuerzos hacia la negociación 

de un acuerdo viable. 

 

Además, la reserva de protección a los derechos de acreedores laborales, fiscales y 

alimentarios, consagrada expresamente en el artículo 8 de la ley, garantiza el equilibrio 

constitucional entre los principios de eficiencia económica y los derechos 

fundamentales, en particular los derechos al trabajo, al mínimo vital y a la salud. 

 

Por otra parte, el reglamento único adoptado mediante Resolución 100-033331 de 

2025 por la Superintendencia de Sociedades, al establecer criterios objetivos de 

admisión, define estándares claros de viabilidad financiera, buena fe y transparencia en 

el uso del procedimiento, lo que evita su instrumentalización fraudulenta y refuerza la 

seguridad jurídica para todos los actores involucrados. 

 

El PRE se alinea con principios internacionales en materia de reorganización temprana 

de empresas, como los consagrados en la Guía Legislativa de la CNUDMI sobre el 

Derecho de la Insolvencia, que promueve mecanismos que favorezcan la conservación 

de la empresa viable, en vez de acelerar su liquidación. Esta orientación también se 

conecta con la doctrina nacional que concibe el derecho concursal como una 

herramienta de protección de la empresa como unidad socioeconómica generadora de 

valor y empleo. 

 

En consecuencia, el Procedimiento de Recuperación Empresarial no solo fortalece el 

principio de continuidad del servicio público esencial de salud, sino que brinda una 

herramienta eficaz para proteger el tejido empresarial del sector, evitando efectos 

sistémicos de quiebra y reduciendo la presión sobre la justicia ordinaria. Se trata, 

entonces, de una figura que responde a una necesidad real del país, que respeta los 

derechos de los acreedores, que promueve soluciones concertadas y que materializa el 

principio constitucional de solidaridad en la prestación de servicios públicos (artículo 

49 CP). 



 

En definitiva, frente a la creciente amenaza de cesación de actividades por razones 

financieras, el PRE se consolida como un salvavidas legal e institucional que permite 

mantener operativas a las IPS, proteger la confianza del sistema, y garantizar de manera 

efectiva el derecho fundamental a la salud de miles de colombianos, en un contexto de 

crisis económica y tensiones estructurales del sector. 

 


